
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 3°. Y 25 DE LA LEY GENERAL DE 

PARTIDOS POLÍTICOS, A CARGO DEL DIPUTADO HUGO RAFAEL RUIZ LUSTRE, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MORENA 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y los artículos 6o., fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, el 

diputado Hugo Rafael Ruiz Lustre, del Grupo Parlamentario de Morena de esta LXIV Legislatura, pone a 

consideración de esta honorable soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley General de Partidos Políticos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 2, 4, 5, 13, y 29 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; 3 de la 

Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con 

Discapacidad, y con la tesis de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 

“Discapacidad. Su análisis jurídico a la luz del modelo social consagrado en la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad”, todas las autoridades del Estado, se encuentran obligadas a adoptar las 

medidas necesarias para garantizar la igualdad sustantiva y estructural, así como la no discriminación de las 

personas con discapacidad. En términos de lo expuesto, las autoridades jurisdiccionales electorales, deben 

asegurar el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad desde una perspectiva que observe el 

llamado “modelo social de discapacidad”, con base en el cual se asume que las limitaciones a las que se ven 

sometidas las personas con discapacidad son generadas por la falta de servicios que tomen en cuenta y atiendan 

sus necesidades, a efecto de dotarles, en la mayor medida posible, de elementos y condiciones de accesibilidad 

que garanticen su autonomía; tales como la asignación de un asesor jurídico, el acondicionamiento estructural 

de espacios físicos, el acompañamiento de personas de confianza durante el desarrollo del proceso y la emisión 

de las resoluciones en formatos accesibles, a partir de audios, videos, traducciones al sistema braille, lengua de 

señas o cualquier otro que atienda de manera efectiva esa finalidad. 

Lo anterior, revela un verdadero cambio de paradigma en las actitudes y enfoques con respecto a las personas 

que integran este sector, mismo que suma aproximadamente mil millones de individuos a nivel mundial, según 

datos de la Organización Mundial de la Salud (OMS). En términos reales, ello implica que, aproximadamente, 

una de cada siete personas en el mundo conforma dicho sector. 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad está concebida como un instrumento de 

derechos humanos, con una dimensión explícita de desarrollo social, y reafirma que todas las personas con 

todos los tipos de discapacidad deben gozar de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. 

También aclara y precisa cómo se aplicarán estas provisiones a todas las categorías de derechos, y se indican las 

esferas en las que es necesario introducir adaptaciones para que éstas puedan ejercer sus derechos en forma 

efectiva. De manera específica, señala en su artículo 29 los Derechos de Participación Política y Pública de las 

Personas con Discapacidad, dada su importancia, se cita el mismo: 

Artículo 29 

Participación en la vida política y pública 

Los estados parte garantizarán a las personas con discapacidad los derechos políticos y la posibilidad de 

gozar de ellos en igualdad de condiciones con las demás y se comprometerán a: 



 

 
 

a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar plena y efectivamente en la vida política y 

pública en igualdad de condiciones con las demás, directamente o a través de representantes libremente 

elegidos, incluidos el derecho y la posibilidad de las personas con discapacidad a votar y ser elegidas, entre 

otras formas mediante: 

i) La garantía de que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales sean adecuados, accesibles y 

fáciles de entender y utilizar? 

ii) La protección del derecho de las personas con discapacidad a emitir su voto en secreto en elecciones y 

referéndum públicos sin intimidación, y a presentarse efectivamente como candidatas a las elecciones, ejercer 

cargos y desempeñar cualquier función pública a todos los niveles de gobierno, facilitando el uso de nuevas 

tecnologías y tecnologías de apoyo cuando proceda? 

iii) La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas con discapacidad como electores y a este fin, 

cuando sea necesario y a petición de ellas, permitir que una persona de su elección les preste asistencia para 

votar? 

b) Promover activamente un entorno en el que las personas con discapacidad puedan participar plena y 

efectivamente en la dirección de los asuntos públicos, sin discriminación y en igualdad de condiciones con 

las demás, y fomentar su participación en los asuntos públicos y, entre otras cosas: 

i) Su participación en organizaciones y asociaciones no gubernamentales relacionadas con la vida pública y 

política del país, incluidas las actividades y la administración de los partidos políticos. 

ii) La constitución de organizaciones de personas con discapacidad que representen a estas personas a nivel 

internacional, nacional, regional y local, y su incorporación a dichas organizaciones. 

En consecuencia, pretendemos dar un paso más para incluir diversas disposiciones en materia de participación 

política y electoral para este importante sector de la sociedad. 

Como bien lo dispone el artículo 29 de la indicada Convención, los estados parte garantizarán a las personas 

con discapacidad los derechos políticos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de condiciones. 

Del mismo modo y, como parte de las obligaciones generales asumidas por el Estado al momento de ratificar la 

Convención, se recuerda que conforme al artículo 4o. de la Convención: Los estados parte se comprometen a 

asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las 

personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los estados parte se 

comprometen a: adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes 

para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención? b) Tomar todas las medidas 

pertinentes incluidas medidas legislativas para modificar o derogar leyes reglamentos costumbres y prácticas 

existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad? c) Tener en cuenta, en todas las 

políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de las personas con 

discapacidad? d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por 

que las autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella. 

En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la presente Convención y en otros 

procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad los estados 

parte celebrarán consultas estrechas y colaborarán activamente con las personas con discapacidad incluidos los 

niños y las niñas con discapacidad a través de las organizaciones que las representan. 



 

 
 

Ahora bien, es menester señalar que el Comité de la ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 

con motivo de las observaciones finales derivadas del informe inicial de México presentado en función de las 

obligaciones contraídas al firmar la Convención, el su documento CRPD/C/MEX/CO/1 reconoció en gran 

medida los avances en esta materia, indicándonos su satisfacción por las siguientes medidas realizadas por el 

Estado: 

a) La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad (2011) 

b) La reforma a la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación (2014) 

c) La Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (2014) 

d) El Programa Nacional de Derechos Humanos 2014-2018 

e) El Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad 2014-2018 

f) El Programa Nacional de Trabajo y Empleo para las Personas con Discapacidad (2014-2018) 

g) El Programa Nacional para la Igualdad y No Discriminación (2014-2018) 

h) El Programa Integral para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 

20142018 

i) El Programa de Prevención, Rehabilitación e Inclusión social de las Personas con Discapacidad 

j) El Programa especial de Migración 2014-2018 

k) El Protocolo para la Impartición de Justicia en casos que involucren a personas con discapacidad. 

Lo anterior revela, desde el ámbito internacional, que México no ha sido omiso en esta temática y que ha 

emprendido considerables esfuerzos. Como hemos indicado, aún falta mucho por hacer y el propio Comité 

sobre los Derechos de las Personas con Discriminación manifiesta su interés y preocupación por emprender 

acciones en materia de participación política y pública de las personas con discapacidad. El comité indicó: 

Participación en la vida política y pública (artículo 29) 

55. El Comité se encuentra preocupado por la denegación del derecho al voto de las personas con 

discapacidad intelectual y psicosocial, y que los procedimientos, instalaciones y materiales no sean 

accesibles. 

56. El Comité urge al Estado parte a modificar la disposición del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, para garantizar el derecho al voto de todas las personas con discapacidad. Le 

recomienda también asegurar que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales sean accesibles, 

tanto en las zonas urbanas como en las rurales. 

Las observaciones realizadas por el referido Comité carecen de las características para ser consideradas como 

un tratado internacional en materia de derechos humanos que resulte obligatorio para el Estado mexicano; sin 

embargo, conforme al Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de mayo de 2008, es el único órgano 



 

 
 

conformado por expertos independientes, facultado para supervisar lo relativo a la aplicación de la Convención 

creada con el propósito de promover, proteger y garantizar el disfrute pleno y por igual del conjunto de los 

derechos humanos por las personas con discapacidad, por lo cual, una vez que ésta fue signada y ratificada por 

el Estado mexicano, es conveniente acudir a su contenido, a efecto de alcanzar una plena y efectiva 

aplicabilidad que se refleje dentro el orden jurídico interno y, por ende, las observaciones aludidas resultan de 

carácter orientador. 

Lo anterior permite dimensionar las enormes brechas que aún persisten entre las personas con discapacidad y 

quienes no la tienen. Pero también las brechas que persisten y que limitan, restringen o niegan de facto, el 

cumplimiento de los derechos, como es el caso de la libertad de ejercer el derecho de participación en la vida 

pública y política de mujeres y hombres con discapacidad. 

En este orden de ideas, las condiciones en que viven muchas personas con discapacidad en nuestro país son 

dignas de preocupación, y en no pocos casos incluso de indignación. A pesar de los esfuerzos ya existentes, no 

obstante, aún queda mucho por hacer y tal es el caso de los derechos políticos electorales. 

Como se sabe, las personas con alguna discapacidad constituyen en nuestro país un núcleo de población que se 

encuentra en estado de vulnerabilidad y una de las herramientas fundamentales para la modificación de esta 

condición, constituye su mayor participación en los asuntos públicos del país. 

Por lo mismo, es de vital importancia que sea respetado, hoy más que nunca, el derecho a la participación 

política y pública de las personas con discapacidad, ya que ellos, conocedores de las causas y efectos de estas 

carencias, viven en carne propia esta condición de vida. Aumentar la participación de este sector de la sociedad 

se traducirá, sin lugar a duda, en una mejor democracia para nuestro país. 

Resulta de una importancia fundamental dotar a las personas con discapacidad de las herramientas 

indispensables para que puedan alcanzar posiciones y puestos públicos y políticos y ser protagonistas de su 

propio cambio y de la superación del sector que representan. Esto sólo será posible allanando el camino que les 

impide alcanzar estos derechos en igualdad de oportunidades y sin discriminación, y, sobre todo, quitándonos 

como sociedad cualquier prejuicio relacionado con la inclusión y participación plenas de las personas con 

discapacidad, luchando para que les sea posible competir profesional y políticamente. Así lograremos 

conformar el México plural e incluyente que todos necesitamos. 

En el México democrático al que aspiramos todos, no podemos ignorar o permitir el lastre social que representa 

la discriminación, la exclusión y el rechazo fáctico de las personas con discapacidad en el empleo, en los 

espacios de decisión y representación política, en los cargos directivos y de responsabilidad en la iniciativa 

privada, así como en los espacios públicos. Esta exclusión fáctica está aún presente por todo el país, ello nos 

exige fortalecer el marco jurídico de protección y garantía de sus derechos, con el propósito de definir de 

manera clara los alcances y las responsabilidades de las autoridades en la materia. 

Por ello, esta iniciativa pretende fortalecer cabalmente los derechos políticos y electorales de las personas con 

discapacidad y, para ello, planteamos temáticas en cuanto a las modificaciones a realizar, a fin de reconocer y 

garantizar como parte de sus derechos fundamentales, los derechos a la participación pública y política. 

Por el otro lado y, atento a las obligaciones internacionales contraídas, así como a los mandatos de justicia 

material que nos obligan a garantizar condiciones fácticas de igualdad, pretendemos la incorporación de una 

acción afirmativa en materia electoral para que exista un umbral mínimo de representación de las personas con 

discapacidad en los cargos de elección popular. Para ello, proponemos modificar la Ley General de Partidos 



 

 
 

Políticos, en el ánimo de que se tenga un marco de referencia claro y preciso, que además permitirá armonizar 

el texto de la ley general con el de la Convención de las Naciones Unidas en esta materia. 

En la citada ley pretendemos adicionar un inciso al artículo 25 para establecer como una obligación de los 

partidos políticos el reservar 5 por ciento de sus candidaturas a legisladores federales y locales, a personas con 

algún tipo de discapacidad. La elección de 5 por ciento no es, en modo alguno, arbitraria, pues corresponde al 

porcentaje de personas con algún tipo de discapacidad que el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

(Inegi) ha indicado que existe en nuestro país. 

Además, amparados por el artículo 5 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

que, como hemos visto, es obligatoria para México, justificamos esta acción afirmativa en favor de la población 

con algún tipo de discapacidad. El indicado artículo señala: 

Artículo 5 

Igualdad y no discriminación 

1. Los estados parte reconocen que todas las personas son iguales ante la ley y en virtud de ella tienen 

derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en igual medida sin discriminación alguna. 

2. Los estados parte prohibirán toda discriminación por motivos de discapacidad y garantizarán a todas las 

personas con discapacidad protección legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier motivo. 

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los estados parte adoptarán todas las medidas 

pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables. 

4. No se considerarán discriminatorias en virtud de la presente Convención las medidas específicas que sean 

necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas con discapacidad. Sustentados en lo 

anterior y como una medida de acción afirmativa de carácter temporal (hasta en tanto pueda lograrse el 

mayor fortalecimiento institucional de este sector), se propone incluir un porcentaje mínimo de personas con 

discapacidad en las candidaturas federales y locales que presenten los partidos políticos. 

Concretamente, pretendemos adiciona un inciso u), recorriéndose el actual para ser v) al numeral 1 del artículo 

25 de la Ley General de Partidos Políticos, y en el cual se señalan las obligaciones de los partidos políticos. 

No pasa inadvertido que los diputados Edith Anabel Alvarado Varela, Armando Luna Canales y Jericó Abramo 

Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentaron diversas iniciativas para 

reformar y adicionar diversas disposiciones de la Ley General de Inclusión de Personas con Discapacidad y de 

Partidos Políticos durante la LVIII Legislatura, pero la esencia de esas iniciativas estaba en la toma de una 

acción afirmativa consistente en la inclusión de una reserva de 10 por ciento de las candidaturas postuladas por 

todos los partidos políticos reservada para personas con discapacidad, que no fue recogida en el dictamen. 

Por lo expuesto y fundado presento a consideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Partidos Políticos 

Único. Se modifica el numeral 4 del artículo 3 y se adiciona un inciso u), recorriéndose los demás incisos del 

numeral 1, del artículo 25 de la Ley General de Partidos Políticos, para quedar como sigue: 



 

 
 

Artículo 3. 

1 al 3. ... 

4. Cada partido político determinará y hará públicos los criterios para garantizar la paridad de género en las 

candidaturas a legisladores federales y locales. Éstos deberán ser objetivos y asegurar condiciones de igualdad 

entre géneros. Se garantizara la participación de las personas con discapacidad en todas las acciones 

partidarias, así como en las candidaturas a cargos de elección popular. 

Artículo 25. 

1. Son obligaciones de los partidos políticos: 

a) al s) ... 

t) Cumplir con las obligaciones que la legislación en materia de transparencia y acceso a su información les 

impone? 

u) Garantizar un porcentaje mínimo de 5 por ciento en sus candidaturas a puestos de elección popular 

federales y locales reservados a personas con discapacidad y 

v) Las demás que establezcan las leyes federales o locales aplicables. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, los partidos políticos 

realizarán las modificaciones pertinentes a sus documentos políticos internos a fin de dar cumplimiento a lo 

dispuesto en el presente decreto. 
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